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DELEGACIONES 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 11 de agosto de 2004 


(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Ruben Carminatti. 


MIEMBROS: Señores Representantes Raquel Barreiro, Julio Cardozo Ferreira, Artigas Melgarejo, Darío 
Pérez, Eduardo Rubio y Pedro Señorale. 


INVITADOS: Señora Cristina Rodríguez Bosch. (ver exposición) 


Por la Comisión Central de los barrios Nuevo Colón, Nueva Esperanza, Parque 
Ambientalista, señores Luis Pedro Escobar y Luis Guerreiro. (ver exposición) 


Por FECOVI, señora Ana Silva, doctor Alberto Raffo, arquitecto Raúl Valles, señores Hugo 
Montaño y Daniel Logaldo. (ver exposición) 


SEÑOR PRESIDENTE (Carminatti).- La Comisión da la bienvenida a la señora Rodríguez Bosch. 


SEÑORA RODRÍGUEZ BOSCH.- Tengo dos tercios de un edificio en propiedad horizontal. La 
Intendencia otorgó un permiso de construcción a una de las unidades sin el consentimiento de los 
copropietarios o de una asamblea. Otorgó un permiso de construcción con el rótulo de modificaciones. 
Los inspectores del Centro Comunal y de la Intendencia dicen que en lugar de una unidad ahora hay 
tres unidades independientes en ochenta y siete metros cuadrados. 


Estoy tratando de pelear esto desde julio del año pasado. Además, ante la Intendencia hice un petitorio de 
anulación por el permiso de construcción y me lo denegaron. Tengo todas las pruebas, los informes de los 
técnicos de la Intendencia que dicen que la unidad fue subdividida. Según los abogados que he consultado, la 
unidad en propiedad horizontal es indivisible. De todos modos, ellos otorgaron un permiso de construcción 
para hacer tres unidades con planos. Hay una cantidad terrible de falencias en cuanto a fechas. Cuando se me 
denegó la petición no se basaron en ninguna ley; se pasó por encima de la Dirección Nacional de Catastro, de 
la Ley N* 10.751, etcétera. 


Quisiera saber si ustedes me pueden dar alguna solución. 


Por otra parte, estoy gastando dinero en un juicio ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo; además, 
cada escrito que presento me sale dinero. No tengo por qué estar pasando por estos problemas si soy la dueña 
de dos tercios del edificio. La Intendencia vendió un permiso de construcción. Se tiraron abajo fachadas, que 
son un bien común de la propiedad. Pedí los informes de los técnicos en el Centro Comunal y se me dice que 
la unidad está dividida en tres. Pero cuando llegó el momento de fallar sobre el petitorio de anulación, me 
dijeron que estaba bien. 


Fue una propiedad hecha con préstamos a través de hipotecas del Banco Hipotecario; tengo todo en regla. Por 
más que se trate de la Intendencia, quiero saber si puede hacer uso y abuso de una situación y que pase por 
encima de la ley y de las resoluciones de la Dirección Nacional de Catastro. 


SEÑOR MELGAREJO.- Sinceramente, no veo qué pueda hacer esta Comisión en el caso que se nos 
plantea. Las leyes son claras y la señora puede poner un abogado. De lo contrario, podría recurrir 
directamente a la Facultad de Derecho para que la asesoren y defender sus derechos. Si la Intendencia 
viene a explicar la situación, lo hará con los mismos elementos que posee la señora. Lo único que 
podemos hacer es poner en conocimiento de la Intendencia este tema y que se nos informe al respecto. 


De todos modos, el tema debe ser llevado adelante por los abogados que puedan estar definiendo la legalidad 
de lo que realizó la Intendencia. No podemos convertir esto en un tema político sin definir la parte legal. La 
señora nos plantea una realidad y la Intendencia, otra. En definitiva, hay un litigio en el que no podemos 
meternos. 


SEÑOR SEÑORALE.- En este problema veo dos o tres caminos. 


Una vía es la judicial, para plantear frente a quien haya violado las normas de propiedad horizontal 
introduciendo reformas y modificaciones en una unidad que está sometida a un régimen jurídico especial y 
que se rige por una determinada normativa con participación de asambleas de propietarios, etcétera. Eso 
debería dilucidarse por la vía judicial ordinaria. 


Otro camino podría ser recurrir al Tribunal de lo Contencioso Administrativo, si entiende que la 
Administración en cierta medida se ha apartado de las normativas jurídicas correspondientes y aplicables al 
caso. 


Una tercera vía podría ser una solución política. Precisamente, no es este Parlamento el que debe controlar a 
los gobiernos municipales. En este caso, en que se trata de la actuación del ejecutivo municipal, el órgano de 
contralor es la Junta Departamental. Si usted entiende que se han violado normas municipales, debería 
concurrir al órgano de contralor. 


Estos serían los caminos que tiene para hacer valer los derechos que usted entiende le han sido lesionados. 
SEÑORA BARREIRO.- Comparto totalmente lo dicho por el señor Diputado Señorale. 


SEÑORA RODRÍGUEZ BOSCH.- Todo esto me acarrea un problema monetario, porque la 
Intendencia no quiere reconocer que ha cometido un error. Yo recorro todas esas vías, pero si alguien 
me solventa los gastos. Los señores Diputados saben que todos los escritos cuestan plata. 


Tengo informes realizados por los inspectores arquitectos de la Intendencia. También poseo la carta que 
presenté al señor Intendente, firmada por el secretario. Hace más de seis meses que estoy detrás de esto. Pero 
nadie me dio un motivo para saber que eso estaba mal hecho. ¿Tengo que seguir gastando plata por un error 
de la Intendencia? Si se hubieran juntado los dos expedientes -uno estaba en el 5” piso, en la División 
Espacios Públicos y Edificaciones y el otro en la División Jurídica- no habría pasado nada. Se archivan los 
dos expedientes y no se tiene ninguna coherencia de que eso se produjo en 2003. 


A mi entender, han sido avasallados todos mis derechos como persona; mis derechos humanos han sido 
violados y violentados. ¿Tengo que seguir recorriendo la Intendencia de arriba para abajo para que me 
reconozcan los errores que cometieron? 


Además, hay una sola sanitaria que pasa por dentro de mi casa que, cuando se inunda, afecta todos mis 
cuartos. Convirtieron el apartamento en un conventillo. Se otorgó un permiso de construcción sin planos de 
sanitaria. Tengo documentación que certifica que lo que estoy diciendo no es mentira. 


SEÑOR MELGAREJO.- Nadie se plantea que lo que está diciendo sea mentira. Sólo decimos que no 
tenemos competencia sobre el tema; podemos aconsejarla. Lo que le dijo el señor Diputado Señorale es 
una de las vías que usted puede recorrer sin gastar dinero. Va a la Junta Departamental, pide una 
entrevista con la Comisión de Obras y Servicios y los Ediles de todos los partidos podrán estudiar su 
planteo; allí le van a decir concretamente qué camino seguir. Ellos van a hacer gestiones para 
solucionar su problema. 


Digo esto porque quienes redactan las normas municipales son los Ediles y no los Diputados. Los Ediles son 
los encargados de controlar que la Intendencia cumpla con las normas. 


Reitero: no tenemos competencia sobre el tema; estaríamos invadiendo un terreno que no nos corresponde. 


SEÑORA RODRÍGUEZ BOSCH.- Hace un año que estoy golpeando puerta por puerta para que 
alguien me escuche. Ya hablé con los secretarios del señor Intendente. El atiende a todo el mundo; 
hasta ahora no he podido verle la cara. 


SEÑOR MELGAREJO.- Vaya a la Junta Departamental para que estudien su caso seriamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la señora Rodríguez Bosch. 


(Se retira de Sala la señora Cristina Rodríguez Bosch) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Comisión Central de los barrios Nuevo Colón, Nueva Esperanza y 
Parque Ambientalista) 


——La Comisión tiene el agrado de recibir a los señores Luis Pedro Escobar y Luis Guerreiro. 


SEÑOR ESCOBAR.- En nuestra nota, allá por el mes de febrero solicitábamos ser recibidos por esta 
Comisión porque teníamos una gran problemática. Nuestros barrios están siendo regularizados por el 
PIAIL, puesto que están enclavados en terrenos que son propiedad del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Realmente, la situación al día de hoy es bastante 
compleja, por no decir calamitosa. 


Se trata de la segunda licitación que se anula. Estamos en el Ministerio desde 1995. En su momento, la 
Cartera realizó una licitación para regularizar nuestros barrios y naufragó en 1998, cuando de alguna manera 
admitió no tener los fondos para llevar adelante el trámite. 


En 2001 pudimos participar en esta Comisión y, gracias a ello, entramos al PIAI. Allí se comenzaba a gestar 
un nuevo proceso de regularización y un nuevo proyecto aprobado por la Junta Departamental de 
Montevideo. Ese nuevo proyecto de regularización llegó a la etapa en que se contrataron otros equipos 
técnicos que laudaron la parte social y técnica, se elaboraron los pliegos y se licitó finalmente. El 8 de 
setiembre va a cumplirse un año del llamado a licitación para la regularización de la infraestructura 
urbanística y social de nuestro barrio, y todavía no ha habido avances. La primera etapa del proceso 
licitatorio llevó treinta o cuarenta días de estudio. Nosotros pensamos que se iban a adjudicar las obras en esa 
etapa; después hubo consultas a las empresas, etcétera, y se siguió toda la mecánica que se conoce que tienen 
estos procesos. Sobre fines del año pasado la situación no se destrababa, no aparecía la adjudicación, el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente no daba conocimiento del ganador de la 
licitación, por lo que nosotros, el 14 de enero de este año pedimos una audiencia urgente en el PIAI para que 
se nos diera una explicación. Fue cuando se nos dijo -se nos citó; aquí tenemos la nota- que había una 
problemática jurídica, porque una de las empresas había interpuesto un recurso por el cual había trancado 
todo el proceso licitatorio. Los técnicos discutieron si era posible o no en ese momento interponer un recurso, 
o si el recurso tenía que ser interpuesto después, porque si bien son tecnicismos, lo cierto es que la licitación 


estaba trancada. Estamos hablando de US$ 2:500.000 en obras de infraestructura social y urbanística y de 
430 familias. En ese momento la empresa no quiso retirar el recurso que había interpuesto y nosotros 
aguardamos por la gestión del PIAI o del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, ya que entendíamos que tenía que haber algún tipo de gestión, más allá de la administrativa; más 
allá de la Comisión Asesora de Adjudicaciones tenía que haber algún tipo de movida, si se quiere en las altas 
esferas políticas, para destrabar esta situación. 


Lo cierto es que, ya aburridos de esperar, en el mes de mayo fuimos a hablar con el representante del BID; le 
escribimos una nota al ingeniero Stábile solicitando ser recibidos, para que se nos explicara esta situación. Se 
nos había dicho que si esta situación no se destrababa, si la empresa no retiraba el recurso que había 
presentado, esto tenía que ir a Washington, donde se perderían tres meses de consultas, para que luego 
volviera el expediente con el dictamen. Entonces, pedimos una entrevista con el ingeniero Stábile y nos 
recibió el ingeniero Deambrosi -el encargado para Uruguay de los temas del PIAI-, quien nos explicó - 
tenemos una nota de él- que desde diciembre estaba esperando que alguien del PIAI le contestara cómo iban 
a proceder en este tema con relación a la empresa. Si ustedes recuerdan, en esos días se había producido la 
inauguración de la nueva sede del BID en el Uruguay, en la calle Rincón y Bartolomé Mitre. En esa 
oportunidad, la empresa que había refaccionado el inmueble era la que había interpuesto el recurso, por lo 
cual los oficios del ingeniero Deambrosi estuvieron a la orden para hablar con la empresa y tratar de 
destrabar el recurso presentado. Días después, nos llaman del PIAI para mostrarnos la nota de la empresa, el 
consorcio SACEEM-GRINOR, por la que retiraba el recurso interpuesto. Por supuesto que nos manifestaron 
su enojo por el hecho de que las asociaciones civiles hubiéramos ido a hablar con el BID, pero les expusimos 
que creíamos que estábamos en nuestro derecho. Esto posibilitó que el expediente pudiera ingresar a la OPP, 
que se separaran los rubros, y al Tribunal de Cuentas, donde entró en los primeros días de junio. El 29 de 
junio, el Tribunal de Cuentas devuelve el expediente a la OPP, al PIAL, y cuando preguntamos por qué tan 
rápido -conocemos más o menos la mecánica y sabíamos que en el Tribunal de Cuentas iba a estar un tiempo 
respetable- nos dijeron que consultáramos en el PIAI. Así lo hicimos y nos dijeron que había 
argumentaciones jurídicas, cosas que no estaban bien, que debían consultar con sus asesores jurídicos para 
después mandarlo nuevamente al Tribunal de Cuentas. Pasó todo junio y a fines de julio se suscitaron una 
serie de reuniones entre la doctora Laura Rey y el señor Ministro Irureta. Pensamos que como el PIAI había 
remitido el expediente al coejecutor, que es el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, y no había entrado por Mesa de Entrada ni por ningún otro lugar, lo estarían resolviendo las más 
altas esferas, es decir, la doctora Laura Rey y el señor Ministro Irureta, por lo cual pedimos nuevamente una 
reunión al PIAI. En esa reunión, que fue el miércoles pasado, el PIAI nos recibe, nos dice que tiene malas 
noticias para nosotros y nos da a conocer que la licitación se había declarado nula, por lo que había que hacer 
un procedimiento nuevo. Entonces preguntamos por qué, ya que teníamos versiones -que nos habían llegado 
de buena fuente- de que la empresa que había presentado el recurso había perdido el partido en la cancha 
pero lo reclamó en la liga y había trancado el procedimiento en el Tribunal de Cuentas. Esa era una versión 
que teníamos. Cuando fuimos recibidos por el PIATI, este nos dice que la empresa ganadora de la licitación, 
LEJASIR S.A., había retirado la oferta porque la Intendencia Municipal de Montevideo había ejecutado una 
obra de canalización de aguas pluviales, que trae las aguas pluviales desde camino Lecocq hacia una cañada 
que hay detrás de nuestro barrio. Cabe destacar que el camino Lecocq lo hizo la Intendencia Municipal de 
Montevideo hace dos años y desde entonces está esperando canalizar esas aguas hacia una cañada, porque no 
había desagies. En definitiva, se nos comunica que la empresa retira la oferta porque no le es conveniente 
económicamente seguir adelante con el procedimiento. Nosotros pedimos información -tenemos un plano- y 
verificamos que son 430 metros de colectores pluviales; en el PIAI se nos dijo que la empresa retiró la oferta 
porque no le convenía económicamente, ya que superaba el 20% del importe de la obra. Creemos que 430 
metros de caños pluviales no son US$ 500.000, pero eso fue lo que se nos dijo en el PIAI. 


También se nos dice que hay que hacer un nuevo llamado y que el señor Ministro Irureta está esperando una 
nota de la Intendencia Municipal de Montevideo, explicitando qué es lo que se va a hacer a continuación de 
esta pluvial, es decir, si será alguna cosa más que pudiera afectar el proceso licitatorio. Así es que fuimos a 
hablar con el ingeniero Laso, quien envió al señor Ministro Irureta una nota diciéndole lo que se hizo y lo que 
no se va a hacer; inclusive fuimos a hablar con la ingeniera Galli, Directora de Vialidad de la Intendencia 
Municipal de Montevideo, para pedirle que por favor nos explicara si el tramo de un pavimento que hay que 
hacer efectivamente se hará, porque capaz que mañana nos tranca otra licitación. La ingeniera Galli muy 
amablemente nos dijo que si bien la obra estaba prevista, en este momento no estaban los recursos. Nosotros 
le pedimos que como ese pedazo de calle también estaba dentro de la obra a licitar nos dijera "no lo vamos a 
hacer nosotros; háganlo ustedes", de manera de deslindar cualquier responsabilidad futura. 


Esa fue la nota remitida al señor Ministro el jueves pasado por parte de la Dirección de Vialidad y de la 
Dirección de Desarrollo Ambiental. Con esto, el señor Ministro tiene en sus manos llamar a una nueva 
licitación. Nosotros no entendemos por qué no se llamó al segundo en la lista, cuando en los procesos 
licitatorios se prevé que cuando se retira el primero puede quedar el segundo, que estaba prácticamente igual 
en precio. Tampoco entendemos por qué esta obra la tuvo que hacer Stiller S.A. con la Intendencia Municipal 
de Montevideo, cuando estaba dentro del proceso licitado. Claro, hace dos años ya de todo esto; si seguimos 
así la Intendencia u otro organismo estatal va a seguir haciendo cosas, porque es algo que no se detiene 
esperando procesos licitatorios futuros. También hay un tema de la garantía: la empresa ni siquiera pierde la 
garantía de mantenimiento de la propuesta porque ya pasó un año de esto y esta prevé que sean cuatro meses. 
O sea, no se puede hacer absolutamente nada; la empresa se retiró y punto. 


SEÑOR GUERREIRO.- Primero queremos agradecer la presencia de la señora Diputada y de los 
señores Diputados que se quedaron a recibir los planteamientos de los vecinos, porque hay sillas vacías. 


Queremos solicitar que el Poder Legislativo tome cartas en el asunto, que investigue a fondo por qué se está 
castigando con falsas promesas a estos barrios desde el año 1997. Esta es la tercera vez que los vecinos son 
convencidos de posibles regularizaciones que solamente son un paso más, porque no solucionan el problema 
de fondo por el cual fuimos a vivir al asentamiento, aunque sí mejoran la calidad de vida de nuestros gurises, 
que son la segunda generación que nace en el barrio. Lo que no queremos es que sigan viviendo ni naciendo 
en el barro, como está sucediendo hoy. 


Entendemos que más allá de los coejecutores, en este caso el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y los responsables del PIAI, está involucrado el Estado en su conjunto. 
Nosotros nos dimos una solución habitacional que el Estado nunca nos dio, por eso, de un campo pelado 
hicimos un barrio. Venimos reclamando que se respeten nuestros derechos y también asumiendo nuestras 
obligaciones; hemos pagado el tendido de luz, de agua y el saneamiento que hoy tenemos. Creemos que 
estamos siendo penalizados por estar organizados y por defender nuestros derechos. No puede ser que 
habiendo reuniones permanentes de técnicos del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, de la Intendencia Municipal de Montevideo y del PIAI -sabemos que es así- no se hayan dado 
cuenta de que esa obra la iba a hacer la Intendencia -nosotros lo sabíamos hace más de un año y medio- y se 
pone el colector en un pliego de licitación. 


Solicitamos la reunión con esta Comisión el 9 de febrero, porque entendíamos que era primordial que, a raíz 
de la reunión que tuvimos el 14 de enero con el PIAI, el Parlamento tomara cartas en el asunto. 
Lamentablemente, esta citación -que no se hizo en la fecha que entendíamos necesaria- coincide con otro 
planteamiento y con otro mazazo a la esperanza de la gente de poder mejorar su calidad de vida. Reclamamos 
-ya no solicitamos- dentro de lo que son nuestros derechos, que tomen cartas en el asunto, que investiguen 
esto y que si se hace un nuevo llamado a licitación -el señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente lo tendría que hacer, porque la doctora Laura Rey nos dijo el día miércoles que si el 
Ministro recibía la nota de la Intendencia el jueves, ya podía llamar a licitación, pero todavía no lo ha hecho- 
no se llegue a diciembre sin que se haya adjudicado una empresa a este barrio. Todos sabemos la historia de 
este país: cada Gobierno que asume cambia los planes de regularización, los planes de vivienda, los planes 
que crea el Gobierno anterior quedan sin efecto y los vecinos tienen que salir a pelearla para que se culminen 
los procesos, en algunos casos de regularización y, en otros, de culminación de programas habitacionales. 


No queremos quedar en el limbo ni tener que salir a pelear durante cinco años más. En el PIAI todos hicieron 
gárgaras en el año 1999 con los US$ 100:000.000; en vez de hacer la torre de ANTEL, con ese dinero se 
podrían haber regularizado asentamientos. 


Creemos que nos merecemos estar en el Programa de Integración de Asentamientos Irregulares y que se 
culminen las obras que están comprometidas y que no se han hecho. Entendemos que todos los funcionarios 
que trabajan en los diferentes Ministerios y en el PIAI son rentados para solucionar estas cosas y no lo han 
hecho. Por lo tanto, reclamamos a los señores Diputados que por favor hagan lo necesario frente a los 
organismos pertinentes para que, si se hizo un llamado a licitación, se concrete antes de la feria judicial; si no 
se adjudica la obra antes de diciembre, hasta febrero no vamos a tener a una empresa trabajando en nuestro 
barrio. 


SEÑOR MELGAREJO.- Me quedé porque conozco muy de cerca el tema, desde su nacimiento. 


De alguna forma el planteo hecho por los vecinos sigue reafirmando una concepción en torno al tema, que 
entiendo que ha sido equivocada. La gente que entra en este tipo de Plan es la que está más organizada y la 
que tiene los problemas más solucionados; por hacer prioritaria la atención a esa gente, de alguna forma se 
ven retrasadas todas estas cuestiones por problemas "legales" -entre comillas- y burocráticos. 


Hoy por hoy, al ver cómo sigue planteada la situación de estos barrios, hasta por sentido común hay que 
comenzar a solucionar algunos de los problemas planteados. Aquí se está tratando la licitación para la 
conexión de unos caños. Esos caños están en el lugar, hay pozos abiertos -por lo que en cualquier momento 
se mata un chiquilín- y en los días de lluvias, el conjunto de los barrios realmente es un lodazal. Además, doy 
fe -quiero que conste en la versión taquigráfica- que todo lo que se ha hecho hasta el momento ha sido por el 
esfuerzo organizado de los vecinos. Es decir que no es que desde afuera se haya tratado de acarrear 
soluciones a los problemas del barrio; esto no estaría como está sin la organización ni la participación de los 
vecinos. Hay cantidad de asentamientos mucho más viejos que el de Nuevo Colón, Nueva Esperanza y 
Parque Ambientalista, que sin embargo no han podido llegar a la altura de los trámites ni de los trabajos a que 
han llegado estos barrios, en razón, precisamente, de una falta de organización y participación de la gente. 
Debemos ser capaces, en el conjunto del espectro político, de hacer aquello para lo cual tenemos 
responsabilidad directa. Debemos decir "si esto es prioritario y da poco trabajo, solucionemos esto y tenemos 
algo para mostrar". De repente se han hecho esfuerzos en otros lugares donde había menos organización, 
menos participación de la gente y realmente daba más trabajo hacer las cosas. Sin embargo, no sucedían 
todas estas cuestiones que vienen ocurriendo con la regularización de estos barrios. 


Sería importante que Diputados de esta Comisión concurrieran algún día a ver lo que es esa realidad. Es 
totalmente cierto que en 1991 era un campo pelado con viñas a todo su alrededor. El primer intento fue 
venderles terrenos. Hasta les prometían una alberca con truchas para pescar, y no estoy diciendo ninguna 
barbaridad; es lo que le ofrecieron a los vecinos en primer término. Y eso se convirtió en un asentamiento 
modelo, porque no es un lugar de marginados sino de gente trabajadora. Allí han afincado su vida y de alguna 
forma han construido viviendas estupendas, en general. Estas cuestiones son las que no se ven, las que no se 
estudian; se va dando largas al problema y de alguna forma se va haciendo acumular rebeldía en la gente, que 
muchas veces viene a plantear algunos problemas, diría que hasta suavemente, aunque los términos sean 
duros. 


Mi planteo es que hagamos lo que sea para tratar de saber por qué razón, tanto el Ministerio como el PIAI y 
la Intendencia -si es que también tiene que entrar en esto- no culminan la regularización del Parque 
Ambientalista, del Nueva Esperanza y del Nuevo Colón en aquellas cuestiones elementales, inclusive para la 
seguridad de la gente. No cabe duda de que se está dentro del marco de regularización de asentamientos 
irregulares, porque se dieron todas las condiciones planteadas por el PIAI. El tema es cómo dicho organismo 
solucionará por lo menos los principales problemas. Yo no planteo dejar de lado la parte legal, pero el sistema 
político debería demostrar una preocupación mucho mayor acerca de cómo solucionarlos. Lo estoy diciendo 
desde afuera de quienes tienen responsabilidad de gobierno como para hacer esto y me parece que ante cada 
situación de este tipo, en la que no aparecen las soluciones, las responsabilidades se van multiplicando, sobre 
todo cuando estamos tan cerca de las elecciones. Creo que debemos hacer todo el esfuerzo posible para que 
esto culmine antes de que aparezca la feria, para que el tema después se pueda replantear de una forma 
diferente. 


SEÑORA BARREIRO.- En el mes de febrero fuimos con la señora Diputada Topolansky a ver al señor 
Ministro por una serie de temas y se planteó esto, que me quedó grabado porque me pareció ridículo 
que el expediente tuviera que ir a Washington. O sea que desde ese momento el señor Ministro tiene 
conocimiento de que había Diputados interesados en que este tema caminara. 


Nosotros hemos invitado al señor Ministro para el próximo miércoles -no sé cuál ha sido la respuesta- para 
considerar varios tema y propongo que se agregue este. Sugiero que se le comunique para que ya venga con 
la respuesta y esperemos que se lance la licitación esperada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con los conceptos que han vertido los invitados, vamos a tratar de hacer 
algo. Vamos a comunicarnos con la doctora María Laura Rey, para ver cómo está la situación. 


SEÑOR ESCOBAR.- Vamos a dejarles la documentación que tenemos para que le saquen una copia. 


SEÑOR GUERREIRO.- Tenemos muchas cosas para agregar. 


Creemos que la licitación nueva no debería llevar el tiempo que está planteado, porque se van a presentar las 
mismas empresas más alguna otra y tendrían que sacar lo que presupuestaron por el famoso colector. Más 
allá de los pormenores, se trata de que si hay instancias de discusión y de negociación permanente entre los 
diferentes Ministerios, la Intendencia, el PIAL, etcétera, con todos sus técnicos pagados por todos nosotros, 
¿cómo no se vio hace más de un año, cuando se hizo la licitación, que en el pliego de condiciones había un 
colector que los vecinos ya sabían que sería hecho por la Intendencia? 


Quiero agradecer al señor Diputado Melgarejo, que fue Edil, las palabras que ha vertido y su apoyo, porque 
ha visitado el barrio permanentemente. El señor Diputado Penadés, también fue Edil y estuvo en esa 
Comisión Investigadora en 1990, cuando nuestro barrio empezó a trabajar, y tendría que recordar que varias 
veces fue al barrio. Le tomamos la palabra al señor Diputado Melgarejo; estamos dispuestos a recibirlos si 
quieren conocer el barrio, para que sepan lo que hemos logrado los vecinos en forma organizada, reclamando 
por sus derechos y pagando por lo que hoy tenemos, porque nadie nos regaló nada. Reclamamos nuestros 
derechos porque asumimos nuestros deberes, más allá de que la situación económica del país no es la misma 
que cuando el barrio reclamó determinadas cosas, porque todos sabemos cuál es la situación en que estamos 
viviendo. Lamentablemente, la zona tiene una cantidad de asentamientos y cada nuevo asentamiento que se 
forma alrededor de nuestro barrio lo hace en peores condiciones. Bueno sería que los señores Diputados se 
dieran una vuelta por el barrio. 


SEÑOR ESCOBAR.- Nosotros no estamos reclamando solamente por cuestiones de infraestructura, 
que es el meollo de todo esto sino que, como bien se dijo aquí, esto ha afectado socialmente. 


Quisiera que ustedes hubieran visto a la gente que se afincó hace diez años: de clase media, modesta, 
profesionales, empleados públicos, etcétera. Pero al no llevarse a cabo las obras de infraestructura, no solo 
edilicias sino fundamentalmente las de carácter social que están previstas como, por ejemplo, clubes de 
jóvenes, centros CAIF, lugares de esparcimiento y deportivos, ha decaído la calidad de vida. Los jóvenes que 
hacen abandono del sistema educativo están en situación de esquina porque no tienen qué hacer. Nos ha 
pegado tan bajo que no se hayan podido concretar todas estas aspiraciones, todas estas obras, que ya no 
sabemos cómo sostener la realidad que se ha generado. ¡Y ustedes vaya si saben de eso, porque lo escuchan 
permanentemente! 


De ahí que no solo reclamamos una caminería, una vialidad y alguna obra de infraestructura en especial, sino 
que hay cosas de índole social que son muy caras y son vitales para el desarrollo feliz de una comunidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de nuestros invitados y trataremos de hacer lo 
posible para encontrar solución a sus planteamientos. 


(Se retira de Sala una delegación de la Comisión Central de los barrios Nuevo Colón, Nueva Esperanza y 
Parque Ambientalista) 


(Ingresa a Sala una delegación de FECOVI) 


——La Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente tiene el agrado de recibir a los integrantes 
de FECOVL, doctor Alberto Raffo, arquitecto Raúl Valles, a la señora Ana Silva, y a los señores Daniel 
Logaldo y Hugo Montaño. 


SEÑOR MONTAÑO.-- Soy el Secretario General de la Federación. 


Nuestra área es la de cooperativas de usuarios por ahorro previo. En este momento tenemos una serie de 
problemáticas relativas a dos grandes áreas: la de las cooperativas ya formadas, que tienen una vieja tradición 
en el Uruguay, de resolución de los problemas de vivienda para los sectores medio y bajo de la población, y 
la que tenemos con las cooperativas en formación, aquellas que aun no están formadas o que estándolo no 
tienen su vivienda. 


En ese aspecto la Federación ha elaborado una plataforma que presentó en un seminario realizado en la Junta 
Departamental a principios del mes de junio y tenemos interés en que la Comisión la reciba. Esto está 
acompañado de una problemática que hoy en día está muy presente en cuanto a una serie de elementos que 
hay en el tema de la vivienda a nivel del país, que ha puesto algunas cosas, en este momento, como bastante 
candentes. 


Concretamente, hay algunos aspectos que ha resuelto el equipo económico del Gobierno con respecto a 
algunas medidas que está tomando el Banco Hipotecario. No tenemos una comunicación oficial de ellas y 
esto nos preocupa mucho porque afecta directamente a las cooperativas en formación o ya formadas. Algunos 
de esos aspectos son, por ejemplo, la instrumentación de un fideicomiso para las cooperativas. Desde hace 
prácticamente un año se está hablando de este fideicomiso y en realidad no hemos tenido posibilidades de 
saber de qué se trata. Pero sí sabemos, por los trascendidos salidos del propio Banco Hipotecario, que va a ser 
un fideicomiso con la cartera social pero que, además, concretamente va a introducir una serie de cambios, 
porque es un fideicomiso en la relación contractual entre el Banco y los cooperativistas que pueden llegar a 
revisar al conjunto de la deuda de los cooperativistas con el Banco. 


Eso ha generado preocupación en nuestro movimiento político porque, en definitiva, nos hemos enterado 
solamente por trascendidos de prensa o por algunos trascendidos del Banco de que el fideicomiso está y 
afecta directamente a los usuarios, pero no hemos tenido ninguna posibilidad de saber cuál es el contenido de 
esto. Este contenido no nos permite estudiar ni saber cómo los cooperativistas debemos reaccionar frente a él, 
si debemos reaccionar mal o bien, si tenemos que salir a apoyarlo o a criticarlo. Entre otras cosas, los 
trascendidos de prensa hablan de una revisión de las cuotas, pero que en realidad no tiene contenido, ya que 
puede ser revisión a la baja o al alza. No sabemos qué pasa. 


En este ámbito el Banco Hipotecario estuvo hace unos meses planteando esta problemática, y ante el 
requerimiento de la propia Comisión del texto del fideicomiso, este nunca llegó a ustedes ni a nosotros y 
seguimos sin saber qué pasa cuando se supone que faltan días para que se firme. 


Asimismo, el fideicomiso implica un cambio en otro aspecto que para nosotros es muy importante, que es el 
de los colgamentos. Estos colgamentos se empiezan a generar a partir de una resolución del Banco 
Hipotecario de la década del ochenta en la cual se genera una diferencia entre la cuota real y la que se paga. 
Por resolución del Banco, en lugar de aplicar el subsidio que correspondería por la ley_de vivienda, se 
empieza a generar este colgamento con la intención de resolverlo más adelante. A lo largo del tiempo se ha 
tratado de buscar una solución con el Banco. 


En algunos sectores de las cooperativas de vivienda se ha logrado encontrar una solución, se solucionó 
parcialmente, y al asumir estas autoridades, en una conversación que mantuvimos con ellos, nos plantearon 
dos cuestiones que nos interesaron y que ahora desvirtuaría el tema del fideicomiso. Una de ellas era que 
todos los representantes de los cooperativistas iban a tener el mismo tratamiento. La otra era que 
institucionalmente se iban a mantener los compromisos que se habían adquirido, aunque no se tratara del 
mismo Directorio. 


Con referencia a las hipotecas de FUCVAM, así como se han devuelto las hipotecas a las cooperativas de la 
otra federación, nosotros reclamamos un tratamiento igualitario y que se mantenga. 


Queremos que este material se transforme en un aporte de posibles soluciones al tema de la vivienda. Los 
trabajos se hicieron por técnicos como el arquitecto Valles y el doctor Raffo, y en el aspecto contable por 
Rodríguez; también hubo conversaciones con FUCVAM. Creemos que en ellos están los elementos más 
importantes para avanzar en el tema de la vivienda. 


Nosotros estamos haciendo hincapié en la resolución de los colgamentos y de la instrumentación de los 
elementos de dos o tres expedientes más que hemos presentado ante el Banco Hipotecario y en la 
viabilización de las nuevas cooperativas a través del aporte que no ha hecho hasta ahora el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. No queremos volver a hablar de los 

US$ 140:000.000; sólo queremos que se viabilice la ejecución del presupuesto a efectos de que las 
cooperativas reciban la cuota parte de ese dinero para la construcción de viviendas. 


SEÑOR RAFFO.- Nosotros pretendemos una intervención más activa en cuanto al fideicomiso. Digo 
esto porque creemos que se trata de un fideicomiso hecho apresuradamente por un Directorio que no 
es político sino técnico, que lo único que está encarando es un salvataje del banco. Ya nos encontramos 
con la sorpresa de que la ley de reestructura financiera y de salvataje del banco nos dejó fuera porque 
la institución no puede otorgar préstamos a personas jurídicas, por lo que las cooperativas no están 
comprendidas. 


Queremos hacer notar la gravedad del tema; no nos vamos a oponer judicialmente. La Federación se va a 
oponer a la cesión del crédito. Como siempre, hemos tenido buen diálogo con el Banco y con los señores 
Diputados, pero no queremos que se nos avasalle en nuestros derechos. Sería mejor dejar sin efecto este 
fideicomiso. Pero para eso la Comisión debería tener una intervención efectiva en el asunto. No puede 
suceder lo mismo que pasó con este proyecto de subsidios para los complejos habitacionales que la gente se 
niega a firmar porque el Banco lo no los quiere administrar. Considero que los proyectos técnicos hay que 
manejarlos con lupa; pueden ser buenos. Por ejemplo, la Federación Rural está pidiendo un fideicomiso. 
Inclusive, tenemos dudas de hasta que sea legal. 


Por otra parte, debo recordar a los señores Diputados que la Ley_N* 13.728 establece que los aportes de los 
préstamos integran el Fondo Nacional de Vivienda; el Banco administra el FONAVL, no es propietario. 
Entonces, ¿cómo va a hacer un fideicomiso con nuestra plata, que está destinada por ley? Ese es un 
argumento fuerte que vamos a emplear. 


Pensamos que el legislador debe intervenir en este fideicomiso para tratar de dejar congelada esta situación. 
Sería mejor esto a una mala solución que va a provocar muchos pleitos y problemas. En cualquier 
fideicomiso, el deudor tiene derecho a oponerse a la cesión y se debe tener en cuenta la legislación vigente. 
No decimos que el fideicomiso sea ilegal sino que nos plantea serias dudas. 


SEÑORA BARREIRO.- Debo decir que lamentablemente no solo los visitantes tienen conocimiento de 
este fideicomiso por la prensa. Digo esto porque la única vez que la señora Presidenta del Banco estuvo 
en la Comisión fue a principios de año; a todos los partidos nos pareció muy bien sus planteos, pero se 
quedó en eso. Nuestra bancada entera está pidiendo la comparecencia del Directorio del Banco 
Hipotecario desde hace varios meses. Por escrito, el 22 de junio pedimos que viniera a la Comisión 
para tratar distintos temas; uno de ellos refería a cómo se estaba instrumentando el fideicomiso y la 
securitización de las carteras. Lo único que tengo por escrito es una nota del 6 de julio, enviada por el 
secretario del Directorio, don Gonzalo Real de Arzúa, en nombre de la señora Presidenta del Banco, 
argumentando que no podía asistir porque tenía que tomar exámenes en la Facultad de Ciencias 
Económicas. 


También tenemos dudas sobre los convenios y el FONAVI porque es un tema muy delicado. Tanto el 
Ministerio como el Banco nos mandaron documentación escrita sobre todos los convenios. Nosotros íbamos 
a insistir sobre el tema en la Comisión de Presupuestos, integrada con la de Hacienda, que está estudiando la 
Rendición de Cuentas -parece que es la Comisión importante del Parlamento- porque parece que a esta 
Comisión no se le tiene el respeto suficiente y que las autoridades nos toman el pelo. Pero resulta que la 
señora Presidenta del Banco no sólo no concurrió a la Comisión de Presupuestos, integrada con la de 
Hacienda sino que no contestó. Vamos a sacar una declaración como bancada planteando la situación. 
Realmente es insólito que no se explique al Parlamento en qué consiste lo que están haciendo con el Banco 
Hipotecario y sobre todo con la gente, que es lo que más me importa. 


Quería decir esto porque es algo que me tiene bastante molesta, puesto que me siento impotente y porque 
parecería que algunas autoridades me están tomando el pelo. 


SEÑOR MONTAÑO.- En este marco nos llama la atención cosas incongruentes. 


El Banco debería proponernos alguna salida hasta por el momento político que vive el país, y no nos 
contesta. Se nos promete que cuando salga el fideicomiso las autoridades nos van a atender. Pero se promete 
un subsidio para los demás deudores dejando específicamente fuera a las cooperativas de vivienda. Nos 
plantean una molestia por las declaraciones de la Federación. A partir de ese episodio, se cortó la 


comunicación con las autoridades. A pesar de que a veces nos reunimos con el Banco, no podemos 
comunicarnos. Ellos nos escuchan, pero no nos contestan. 


Nuestra presencia en la Comisión es porque el conjunto del movimiento quiere soluciones. Nos exigen que 
planteemos esto a los actores políticos. 


SEÑORA SILVA.- Quiero agregar una precisión a lo que planteaba el señor Secretario de la 
Federación. 


En el caso de las cooperativas -y fundamentalmente las de FECOVI-, el Banco siempre recibe la vuelta del 
dinero que presta. Eso es importante. Si el dinero vuelve al Banco, los demás podremos seguir construyendo 
viviendas. En las cooperativas en trámite, por una decisión del Ministerio de Economía y Finanzas, se retaceó 
lo que se pasaba para la construcción de viviendas. Tenemos algunas cooperativas en trámite que estarían en 
condiciones de obtener su préstamo y que no sabemos si van a poder empezar a construir. Eso es algo que 
debería tenerse en cuenta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para nosotros este es un gran problema, que estamos viviendo hace cuatro 
años y medio, aunque últimamente se ha acentuado porque la situación del país se complicó mucho. 


Hemos solicitado una entrevista al señor Ministro y creo que la semana que viene concurrirá a esta Comisión, 
de manera que trataremos con él este tema, junto con los otros que estaban previstos. 


La Comisión de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente les agradece su presencia. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


